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Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016.  

Comparece la Universidad de Puerto Rico (UPR) para disputar 

la determinación del Tribunal de Primera Instancia mediante la cual 

dispuso el nombramiento de un árbitro para dirimir las controversias 

contractuales con González, Martínez y Asociados General 

Contractors Corp. (GMA), de conformidad a la Ley de Arbitraje, 32 

LPRA sec. 3201 y siguientes. Los hechos del caso remiten a la 

configuración de un contrato de construcción entre la UPR y GMA 

para la realización de un proyecto eléctrico en el Recinto de 

Aguadilla. A propósito del mismo, GMA presentó una demanda de 

sentencia declaratoria y solicitud de arbitraje en la que alegó que el 

contrato contenía el acuerdo de las partes de someterse a arbitraje para 
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dilucidar las controversias atinentes al proyecto y solicitó que se 

decretara sentencia declaratoria que ordenara a las partes a incurrir al 

procedimiento de arbitraje tradicional. Al respecto, el foro de primera 

instancia emitió una Sentencia Parcial en la que ordenó a la UPR a 

nombrar un árbitro y a ambos a iniciar el arbitraje. Sin embargo, la 

UPR sostiene que el Tribunal apelado erró al determinar que el 

contrato en cuestión obliga a resolver las disputas conforme a la 

aludida Ley de Arbitraje. 

Por las consideraciones expuestas a continuación, se confirma 

la determinación del Tribunal de Primera Instancia. 

En Puerto Rico existe un interés apremiante por parte del 

Estado de promover métodos alternos de adjudicación, como lo es el 

arbitraje. La resolución de las controversias por esa vía alterna al 

trámite judicial resulta en menos costos para los litigantes y en una 

solución más rápida. Por ello, en nuestra jurisdicción existe una 

vigorosa política pública a favor del arbitraje como método alterno 

para la solución de disputas. Aquino González v. AEELA, 182 DPR 1 

(2011); Constructora Estelar v. Auto. Edif. Púb., 183 DPR 1 (2011). 

No obstante, el arbitraje solo se utilizará si las partes así lo han 

pactado y en la forma en que lo han pactado. SLG Méndez-Acevedo v. 

Nieves Rivera, 179 DPR 359 (2010); Crufón Const. v. Aut. Edif. 

Púbs., 156 DPR 197 (2002). 

Es doctrina reiterada que los foros judiciales se abstendrán de 

entender en una controversia que las partes acordaron someter al 

proceso alterno del arbitraje. Esta doctrina de autolimitación judicial 

aplica a cualquier ámbito de las relaciones humanas sujetas a la 

adjudicación de controversias jurídicas. JRT v. Corp. Crédito 
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Agrícola, 124 DPR 846 (1989). Esta norma responde a que el arbitraje 

es un mecanismo rápido y menos costoso que los procedimientos 

judiciales, a la vez que ofrece mayor flexibilidad a las partes para 

resolver sus disputas de toda índole. Pérez v. AFF, 87 DPR 118 

(1963). Así, se ha señalado que ―cuando se acuerda el uso del arbitraje 

como mecanismo para ajustar las controversias, se crea un foro 

sustituto a los tribunales de justicia, cuya interpretación merece gran 

deferencia‖. CFSE v. Unión de Médicos, 170 DPR 443, 449 (2007), 

citado con aprobación en Depto. de Educ. v. Díaz Maldonado, 183 

DPR 315, 325 (2011); Aut. Puertos v. HEO, 186 DPR 417, 424 

(2012). 

Nuestro ordenamiento permite que las partes en un contrato se 

obliguen al arbitraje de las posibles controversias relacionadas con su 

contrato. En concreto, la Ley Núm. 376 de 8 de mayo de 1951 

establece en su Artículo 1 que dos o más partes podrán incluir en un 

convenio por escrito una disposición para resolver mediante arbitraje 

cualquier controversia que en el futuro surja entre ellos de ese acuerdo 

o en relación con este. 32 LPRA sec. 3201. Ese convenio será válido, 

exigible e irrevocable salvo por los fundamentos que existieran en 

derecho para la revocación de cualquier convenio. Constructora 

Estelar v. Auto. Edif. Púb., supra; Martínez Marrero v. González 

Droz, 180 DPR 579 (2011); Vivoni Farage v. Ortiz Carro, 179 DPR 

990 (2010); Municipio Mayagüez v. Lebrón, 167 DPR 713 (2006).  

Desde luego, el arbitraje convencional es exigible cuando se ha 

pactado por escrito; de existir ―controversia con respecto a la 

obligación de arbitrar, las partes tienen derecho a que se dirima en los 

tribunales. Artículo 4, Ley de Arbitraje, 32 L.P.R.A. § 3204‖. 
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Municipio Mayagüez v. Lebrón, supra, en la pág. 720. Asimismo, en 

―el ámbito de los contratos de construcción comercial, las cláusulas de 

arbitraje no precisan un consentimiento específico, sino que pueden 

incorporarse mediante referencia en el contrato principal‖. Id. en la 

pág. 721. 

En el presente caso, la cláusula 20.1 del contrato de 

construcción suscrito por las partes establece, entre otras cosas, el 

acuerdo de estas de incurrir en un proceso de resolución de disputas, 

previo a promover una reclamación judicial. Apéndice, en la pág. 34. 

A la vez, la cláusula tercera del contrato establece que las condiciones 

generales anejas al contrato forman parte del mismo. Id. en la pág. 30. 

Precisamente, es en tales condiciones generales que se detalla —e 

incorpora por referencia— el proceso de resolución de disputas al que 

alude el contrato, que incluye varios estadios procedimentales 

colocados cada cual como prerrequisito del anterior y que inician con 

la determinación de reclamos por parte del ingeniero residente, pasan 

por la mediación y llegan al arbitraje. Id. en las págs. 139–45. Visto 

que, tanto el foro recurrido como las partes en disputa, reconocen que 

la etapa de mediación fue agotada, corresponde conducir el proceso de 

arbitraje, a fin de culminar el proceso de resolución de disputas 

acordado entre las partes previo a incurrir en el proceso judicial. En 

tal sentido lo determinó el Tribunal de Primera Instancia al interpretar 

en conjunto el contrato y las condiciones generales y, al hacerlo, tuvo 

razón. 

Por las consideraciones expuestas, se confirma la determinación 

del Tribunal de Primera Instancia. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


